SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N°018
RADICACIÓN: 660013187003 2024 00141 01
ACCIONANTE:  ASEO PLUS PEREIRA SAS ESP
REVOCA Y DECLARA IMPROCEDENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA / REPRESENTACIÓN JUDICIAL EN SEDE DE TUTELA

REPRSNTACIÓN JUDICIAL EN SEDE DE TUTELA – Por regla general, se exige mandato para la representación.
… Dentro de un normal ejercicio de la acción de tutela, son los directamente afectados quienes están legitimados para acudir ante el juez constitucional en procura de hacer cesar la vulneración de los derechos fundamentales o la amenaza sobre ellos. De forma excepcional pueden ejercitar la acción otras personas, entre ellas los abogados, evento en el cual es requisito sine qua non contar con un poder específico o general otorgado por su titular, con el fin de concurrir en sede de tutela y con claro señalamiento de los derechos que se consideran quebrantados; de otra manera, no podrá ser tenido tal representante judicial como legítimamente facultado para ejercitar la acción. Ese es el entendimiento que se le ha dado a este tipo de representación judicial, tanto por las Cortes
 como por esta misma Sala de Decisión. 

REPÚBLICA DE COLOMBIA
RAMA JUDICIAL
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA nº 2 de decisión PENAL

Magistrado Ponente

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA

Pereira, dieciocho (18) de febrero de dos mil veinticinco (2025)
Acta de Aprobación No. 163
Hora: 1:05 p.m.

Radicación: 66001318700320240014101

1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, frente al fallo proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela interpuesta por la empresa ASEO PLUS S.A.S ESP -representada legalmente para asuntos judiciales por el abogado JORGE ENRIQUE BUENO GARCÍA-, en contra de la empresa ATESA DE OCCIDENTE S.A.S. ESP y la entidad impugnante
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea el apoderado judicial de ASEO PLUS en el escrito de tutela, se puede sintetizar así: (i) la empresa ASEO PLUS, como mandatario del Conjunto Residencial Villas del Jardín I Etapa P.H., solicitó al prestador de servicio público de aseo ATESA DE OCCIDENTE S.A.S. ESP, la “Terminación Anticipada del Contrato de Condiciones Uniformes de Aseo”; (ii) dicha petición fue negada por entidad prestadora del servicio; (iii) ATESA DE OCCIDENTE acreditó el envió del expediente a la Superintendencia en noviembre 27 de 2024 - radicado 20248305248082- para que conociera del recurso de apelación -recurso #3819-; (iv) hasta la fecha de presentación de la tutela la Superintendencia no ha resuelto el recurso de apelación.  
Solicitó la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso y de petición; y, en consecuencia, se ordene a la Superintendencia resolver de fondo el recurso de apelación. 
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El juzgado mediante auto de diciembre 27 de 2024 admitió la acción de tutela, y corrió traslado de la petición de amparo a la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios. Posteriormente, vinculó a la empresa ATESA DE OCCIDENTE S.A.S ESP -auto de enero 03 de 2025-. 
3.2.- Las entidades se pronunciaron en los siguientes términos: 
3.2.1.- El apoderado judicial de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios – Territorial Occidente-, en lo concreto del caso, informó que el expediente que remitió la empresa ATESA DE OCCIDENTE S.A.S. ESP, correspondiente al recurso de apelación 3819, fue objeto de devolución en diciembre 19 de 2024 porque no fue posible acceder a los documentos electrónicos remitidos, sin que la empresa prestadora del servicio haya realizado el nuevo envío del expediente a esa entidad, por lo que no es posible resolver el recurso aludido por la parte accionante. 

Se opuso a las pretensiones del accionante porque considera que no existe vulneración de los derechos fundamentales invocados.

3.2.2.- El representante legal para asuntos judiciales de ATESA DE OCCIDENTE S.A.S. ESP, por su parte, solicitó la desvinculación del trámite constitucional porque no se acreditó transgresión alguna por parte de esa empresa respecto del amparo deprecado por la parte accionante, en tanto ese prestador de servicios ha cumplido a cabalidad con los presupuestos del debido proceso en el caso de marras.
3.3.- El despacho de primer nivel en decisión de enero 08 de 2025 tuteló el derecho fundamental de petición invocado por el abogado JORGE ENRIQUE BUENO GARCÍA en presentación de la empresa ASEO PLUS S.A.S. E.S.P.; en consecuencia, le ordenó (i) a la empresa ATESA DE OCCIDENTE S.A.S. ESP que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la sentencia, enviara a la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios – Territorial Occidente- el expediente de Recurso de Apelación No. 3819 de noviembre 12/2024, y (ii) a esta última entidad -Superintendencia- para que, dentro de un lapso igual, resuelva de fondo la apelación radicada en noviembre 27/2024 -rad. 20248305248082-.

Para llegar a la anterior decisión, el juez argumentó que, en efecto, la empresa ASEO PLUS S.A.S. ESP hizo uso del derecho de petición y no había recibido respuesta de fondo, omisión que consideró atribuible a las entidades aquí vinculadas por lo que consideró necesario conminarles para dar el trámite y definir el recurso de apelación en cuestión en un término perentorio. 

4.- IMPUGNACIÓN

El apoderado judicial de la Superintendencia se mostró inconforme con la determinación adoptada por el juez de primer nivel, pidió que se revoque la sentencia y, en su lugar, se declare la improcedencia de la acción de tutela, a cuyo efecto argumentó que, mediante resolución No. 20258300005005 de enero 09 de 2025, se dio respuesta a la apelación presentada por la parte actora, toda vez que la empresa de aseo allegó el expediente completo en diciembre 26 de 2024. La decisión final fue notificada por medio electrónico en enero 10 de 2025 a las partes involucradas. 
Por lo anterior, afirmó que la Superintendencia ha cumplido con las obligaciones frente al usuario y le ha garantizado el debido proceso y derecho de defensa, ya que se dio respuesta oportuna a la apelación. Existe carencia actual de objeto porque se superó la causa que dio lugar a la acción de amparo. 
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591/91. 
5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto concedió el amparo de tutela al derecho fundamental de petición reclamado por el apoderado judicial de ASEO PLUS S.A.S. ESP, como mandatario de la persona jurídica Conjunto Residencial Villas del Jardín I de Pereira; no obstante, con antelación a ello deberá determinarse si se cumplieron las exigencias legales para la procedencia de la acción constitucional, más concretamente lo relacionado con la legitimación en la causa por activa.  

De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola.
5.2.- Solución a la controversia
La tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En esta oportunidad debe decirse desde ahora que la Sala encuentra un vicio relacionado con la legitimidad por activa al presentar la demanda de tutela. 
Lo anterior, dado que, si bien la informalidad es una característica esencial del trámite constitucional, tanto que no se exigen mayores formalidades para su presentación, al punto que puede hacerse verbalmente, resulta igualmente claro que cuando quien interpone la acción no es el titular de los derechos, se deben observar unas reglas precisas. 
Dentro de un normal ejercicio de la acción de tutela, son los directamente afectados quienes están legitimados para acudir ante el juez constitucional en procura de hacer cesar la vulneración de los derechos fundamentales o la amenaza sobre ellos. De forma excepcional pueden ejercitar la acción otras personas, entre ellas los abogados, evento en el cual es requisito sine qua non contar con un poder específico o general otorgado por su titular, con el fin de concurrir en sede de tutela y con claro señalamiento de los derechos que se consideran quebrantados; de otra manera, no podrá ser tenido tal representante judicial como legítimamente facultado para ejercitar la acción. Ese es el entendimiento que se le ha dado a este tipo de representación judicial, tanto por las Cortes
 como por esta misma Sala de Decisión. 
En el caso bajo estudio, lo primero que se debe destacar es que el amparo de tutela deprecado no es en favor de la empresa ASEO PLUS PEREIRA S.A.S. ESP, sino que esta actúa en nombre del Conjunto Residencial Villas del Jardín I Etapa P.H. de Pereira, persona jurídica esta última que es la titular de los derechos invocados.

Bajo ese contexto, se tiene que el abogado JORGE ENRIQUE BUENO GARCÍA, en efecto, ejerce la representación judicial de la empresa ASEO PLUS PEREIRA S.A.S. ESP, entidad que a su vez suscribió un contrato de mandato por representación con la persona jurídica Conjunto Residencial Villas del Jardín I Etapa P.H. de Pereira, empero, se aprecia que tal mandato carece de validez para su acreditación en la presente acción constitucional por cuanto se otorgó para realizar los trámites relacionados con el cambio de prestador del servicio de aseo ante ATESA DE OCCIDENTE S.A.S. ESP y la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios.
Es decir, no se trata de un poder especial para interponer la presente acción de tutela, pues no estableció un objeto concreto ni específico, ni los fundamentos fácticos para el ejercicio de la acción, sino que adujo de manera genérica tal potestad, en franco desconocimiento de los lineamientos del artículo 74 del Código General del Proceso, en cuanto señala que “En los poderes especiales los asuntos deberán estar determinados y claramente identificados” (subrayas y negrilla fuera de texto). 

La conclusión previa adquiere mayor fuerza, al advertirse que, efectivamente, el mandato data de mayo 27 de 2024, esto es, seis meses antes de la ocurrencia del hecho que fundamenta la acción -recurso de apelación en el procedimiento administrativo-, por lo que es inviable presumir que se haya otorgado para este caso concreto.

Sobre la especificidad que se exige del poder especial, de antaño, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que: 

“[…] Es entonces una exigencia que el poder por medio del cual se faculta al abogado para actuar cuente con una serie de elementos en los que se identifique en forma clara y expresa: (i) los nombres y datos de identificación tanto de poderdante como del apoderado; (ii) la persona natural o jurídica contra la cual se va a incoar la acción de tutela; (iii) el acto o documento causa del litigio y, (iv) el derecho fundamental  que se pretende proteger y garantizar. 

Los anteriores elementos permiten reconocer la situación fáctica que origina el proceso de tutela, los sujetos procesales de la misma y las actuaciones cuestionadas dentro del amparo. En consecuencia, la ausencia de alguno de los elementos esenciales de un poder desconfigura la legitimación en la causa por activa, haciendo improcedente la acción.”

Así las cosas, ante la ausencia de poder especial específico válido que habilite al abogado JORGE ENRIQUE BUENO GARCÍA, representante judicial de Aseo Plus Pereira S.A.S. ESP, para promover la acción de tutela en nombre y representación de la persona jurídica Conjunto Residencial Villas del Jardín I P.H. de Pereira, la conclusión obligada es que dicho profesional carece de legitimación en la causa, lo que da lugar a declarar la improcedencia de la acción.

De acuerdo con lo dicho, la Sala revocará la decisión del Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), en cuanto tuteló el derecho fundamental deprecado en nombre de la persona jurídica Conjunto Residencial Villas del Jardín I P.H. de Pereira, Conjunto Residencia Villas del Jardín I P.H. de Pereira y, en su lugar, declarará improcedente la acción de tutela por falta de legitimación en la causa por activa. 

6.- decisión.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala N° 2 de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA la sentencia proferida en enero 08 de 2025 por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), en cuanto concedió el amparo de tutela al derecho de petición reclamado por el abogado JORGE ENRIQUE BUENO GARCÍA, representante judicial de la empresa Aseo Plus Pereira S.A.S. ESP; y, en su lugar, se DECLARA IMPROCEDENTE el amparo exigido por falta de legitimación en la causa por activa. 
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA 

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento 
� Véase, entre otras, las sentencias T-024 de 2019 y T-292 de 2021, esta última que señala en concreto: “[…] el ejercicio de la representación judicial en sede tutela requiere de un mandato específico, bien sea que se encuentre consignado en un acto de apoderamiento especial y concreto o en un poder de carácter general. Al respecto, ha señalado que “la falta de poder especial para adelantar el proceso de tutela por parte de un apoderado judicial, aun cuando tenga poder específico o general en otros asuntos, no lo habilita  para ejercer la acción de amparo constitucional a nombre de su mandante y, por lo tanto, en estos casos, la tutela debe ser declarada improcedente ante la falta de legitimación por activa” [57].” (negrillas fuera de texto)


[57] Sentencia T-658 de 2002, que reitera las sentencias T-207 de 1997, T-693 de 1998, T-526 de 1998, T-695 de 1998 y T-088 de 1999.


� Véase, entre otras, las sentencias T-024 de 2019 y T-292 de 2021, esta última que señala en concreto: “[…] el ejercicio de la representación judicial en sede tutela requiere de un mandato específico, bien sea que se encuentre consignado en un acto de apoderamiento especial y concreto o en un poder de carácter general. Al respecto, ha señalado que “la falta de poder especial para adelantar el proceso de tutela por parte de un apoderado judicial, aun cuando tenga poder específico o general en otros asuntos, no lo habilita  para ejercer la acción de amparo constitucional a nombre de su mandante y, por lo tanto, en estos casos, la tutela debe ser declarada improcedente ante la falta de legitimación por activa” [57].” (negrillas fuera de texto)


[57] Sentencia T-658 de 2002, que reitera las sentencias T-207 de 1997, T-693 de 1998, T-526 de 1998, T-695 de 1998 y T-088 de 1999.


� Sentencia T-1025 de 2006.
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